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La Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los 

Magistrados Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Triviño y Rodrigo 

Escobar Gil, en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, ha 

adoptado la presente providencia con el objeto de proteger los derechos 

fundamentales de las personas y los pueblos indígenas desplazados por el 

conflicto armado o en riesgo de desplazamiento forzado, en el marco de la 

superación del estado de cosas inconstitucional declarado en la sentencia T-

025 de 2004, después de haber convocado una sesión de información técnica 

el día 21 de septiembre de 2007 con la participación de distintas comunidades 

indígenas del país y organizaciones que promueven sus derechos, y de haber 

analizado los informes que le fueron presentados después de dicha sesión. 

 

I. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DE LA PRESENTE 

DECISION 

 

En el presente Auto, la Corte abordará de manera prioritaria el mayor riesgo 

que se cierne sobre los pueblos indígenas, es decir, el del exterminio de 
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algunas comunidades, sea desde el punto de vista cultural en razón al 

desplazamiento y dispersión de sus miembros como desde el punto de vista 

físico debido a la muerte natural o violenta de sus integrantes. La Sala adopta 

esta determinación en razón a la enorme gravedad de su situación, sin 

perjuicio de que respecto de las demás etnias y sus integrantes el Gobierno 

Nacional aplique una política que incorpore el enfoque diferencial de 

diversidad étnica y cultural a que tienen derecho los indígenas desplazados, 

confinados o en peligro de desplazamiento.   

 

AFECTACIÓN DIFERENCIAL DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS POR 

EL CONFLICTO ARMADO Y SU IMPACTO SOBRE LOS 

FACTORES DE DESPLAZAMIENTO O CONFINAMIENTO 

 

1. Algunos pueblos indígenas de Colombia están en peligro de ser 

exterminados – cultural o físicamente-  por el conflicto armado interno, y han 

sido víctimas de gravísimas violaciones de sus derechos fundamentales 

individuales y colectivos y del Derecho Internacional Humanitario. 

 

El conflicto armado colombiano amenaza con el exterminio cultural o físico  a 

numerosos pueblos indígenas del país. En el curso de la última década, el 

conflicto armado, reorientado por actividades relacionadas con el narcotráfico, 

que se desarrolla en Colombia se ha convertido en el principal factor de riesgo 

para la existencia misma de docenas de comunidades y pueblos indígenas a lo 

largo del territorio nacional, a través de complejos elementos que la Corte 

reseñará en el presente Auto. Esta amenaza ha sido la causa principal del 

desplazamiento de los indígenas. 

 

Todos los que han tomado parte en este conflicto armado –principalmente los 

grupos guerrilleros y los grupos paramilitares pero también, en ocasiones, 

unidades y miembros claramente identificados de la Fuerza Pública, así como 

grupos delincuenciales vinculados a distintos aspectos del conflicto interno- 

participan de un complejo patrón bélico que, al haberse introducido por la 

fuerza de las armas dentro de los territorios ancestrales de algunos de los 

pueblos indígenas que habitan el país, se ha transformado en un peligro cierto 

e inminente para su existencia misma, para sus procesos individuales de 

consolidación étnica y cultural, y para el goce efectivo de los derechos 

fundamentales individuales y colectivos de sus miembros.  

 

El amplísimo cúmulo documental que ha sido aportado a la Corte 

Constitucional  -el cual sirve de base para la descripción detallada que se hace 

en el anexo a esta providencia de la situación de las etnias más afectada, de la 

grave afectación de sus derechos colectivos fundamentales, de los delitos de 

los cuales han sido víctimas, así como de su relación con el desplazamiento - 

en el marco del proceso de seguimiento a la superación del estado de cosas 

inconstitucional declarado en la sentencia T-025 de 2004, no deja duda alguna 

sobre la forma cruenta y sistemática en la que los pueblos indígenas de 

Colombia han sido victimizados por un conflicto al cual son completamente 
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ajenos y ante el cual se han declarado, de manera repetida, autónomos y 

neutrales, clamando a los grupos armados ilegales que respeten sus vidas, su 

integridad colectiva y sus territorios. 

 

Es una emergencia tan grave como invisible. Este proceso no ha sido 

reconocido aún en sus reales dimensiones, por las autoridades encargadas de 

preservar y proteger a los pueblos indígenas del país. Mientras que numerosos 

grupos indígenas son atacados, desplazados y desintegrados en todo el 

territorio nacional por los actores armados que operan en Colombia y por los 

distintos factores subyacentes al conflicto y vinculados al mismo, el Estado y 

la sociedad colombianos continúan preciándose de su carácter multicultural, 

de sus riquezas étnicas y de distintos aspectos de las culturas indígenas 

nacionales. Esta contradicción entre la realidad y la representación 

generalizada de dicha realidad ha sorprendido a la Corte Constitucional, no 

sólo por su crueldad inherente, sino por revelar una actitud de indiferencia 

generalizada ante el horror que las comunidades indígenas del país han debido 

soportar en los últimos años – indiferencia que en sí misma es un menosprecio 

de los postulados constitucionales básicos que nos rigen como Estado Social 

de Derecho fundado en el respeto de la diversidad étnica y cultural. La Sala 

Segunda de Revisión, ante la información recibida, se encuentra obligada por 

la Carta Política a actuar con toda la determinación.  

 

El estado de temor entre las comunidades por el conflicto armado; el dolor 

causado entre individuos, familias y comunidades aborígenes por los diversos 

crímenes de los que han sido víctimas; el miedo a que estas atrocidades se 

repitan o la situación se empeore; y la desesperanza y el escepticismo frente a 

un Estado que no ha reaccionado como lo exige la justicia ante su tragedia, se 

han perpetuado en la memoria individual y colectiva de estos pueblos. El 

silencio sobre la violencia y la situación ha sido la regla general hasta ahora, 

por miedo, dolor e impotencia; sin embargo, las comunidades mismas han 

resuelto recientemente esforzarse por visibilizar y denunciar su situación.  

 

Un pequeño grupo de individuos y comunidades indígenas tienen medidas 

interamericanas –cautelares y provisionales- de protección, en respuesta a sus 

valientes esfuerzos de movilización y visiblización internacionales de su 

situación; no obstante, por regla general estas medidas han sido ineficaces, no 

han paliado la violencia, y de hecho han precedido en el tiempo sus períodos 

de más grave agudización.  

 

En muchos otros casos, ha habido advertencias y alertas tempranas o informes 

de riesgo, bien sea emitidas por las mismas comunidades, sus organizaciones 

y sus líderes, bien sea dentro del Sistema de Alertas Tempranas de la 

Defensoría del Pueblo; pero igual, pese a los anuncios, han acaecido los 

crímenes o los desplazamientos que se temen, ante la franca indiferencia, la 

pasividad o la impotencia de las autoridades competentes.  
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Los grupos indígenas colombianos están particularmente indefensos y 

expuestos al conflicto armado y sus consecuencias, particularmente el 

desplazamiento. Deben soportar los peligros inherentes a la confrontación 

sobre la base de situaciones estructurales preexistentes de pobreza extrema y 

abandono institucional, que operan como factores catalizadores de las 

profundas violaciones de derechos humanos individuales y colectivos que ha 

representado para ellos la penetración del conflicto armado en sus territorios.  

 

2. Complejidad de los factores propios del conflicto armado o conexos a él 

que operan como causas de la eliminación, el desplazamiento y la 

desintegración de los pueblos indígenas. 

 

No se pueden hacer afirmaciones generales sobre los factores causales que han 

desencadenado la situación actual, porque se trata de un grupo muy complejo 

de elementos que interactúan en forma diversa de acuerdo con cada pueblo y 

cada comunidad. Por eso, la Corte ha asumido una perspectiva específica en 

relación con pueblos y comunidades concretas que, de acuerdo a la 

información que le ha sido provista por numerosas fuentes, son víctimas del 

conflicto armado en el país. Como se verá, no son menos de treinta las etnias 

que en este momento pueden considerarse como en estado de alto riesgo de 

exterminio cultural o físico por causa del conflicto armado y del 

desplazamiento forzado.  

 

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha identificado claramente una 

serie de factores comunes, que constituyen los troncos principales de la 

confrontación que se cierne sobre los pueblos indígenas del país, y que 

dependiendo del contexto geográfico, socioeconómico y cultural del cual se 

trate, se entrelazarán de manera distinta sobre cada comunidad en particular. 

Estos factores se agrupan en tres categorías principales: (1) las 

confrontaciones que se desenvuelven en territorios indígenas entre los actores 

armados, sin involucrar activamente a las comunidades indígenas y sus 

miembros, pero afectándolos en forma directa y manifiesta; (2) los procesos 

bélicos que involucran activamente a los pueblos y comunidades indígenas, y 

a sus miembros individuales, en el conflicto armado; y (3) los procesos 

territoriales y socioeconómicos conexos al conflicto armado interno que 

afectan sus territorios tradicionales y sus culturas. A su vez, estos factores 

operan sobre la base de una serie de procesos territoriales y socioeconómicos 

que, sin tener relación directa con el conflicto armado, resultan exacerbados o 

intensificados por causa de la guerra. 

 

2.1. Confrontaciones que se desenvuelven en territorios indígenas entre los 

actores armados, sin involucrar activamente a las comunidades indígenas o a 

sus miembros, pero afectándolos directamente. 

 

Estas confrontaciones tienen, en términos generales, las siguientes 

manifestaciones: 
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2.1.1. Incursiones y presencia de grupos armados ilegales en territorios 

indígenas, en ocasiones seguidas de una fuerte militarización del territorio por 

parte de la Fuerza Pública.  

 

2.1.2. Confrontaciones armadas entre grupos armados ilegales, o entre éstos y 

la Fuerza Pública, en territorios indígenas, o cerca de éstos.  

 

2.1.3. Ocupación de lugares sagrados por los grupos armados ilegales y por 

unidades de la Fuerza Pública.  

 

2.1.4. Instalación de bases militares en territorios indígenas sin consulta 

previa.  

 

2.1.5. Instalación de minas antipersonal y abandono de municiones sin 

explotar (MAP/MUSE) en sus territorios; muchos de los casos reportados de 

victimización por estos artefactos corresponden, de hecho, a personas 

pertenecientes a grupos indígenas.  

 

2.2. Procesos bélicos que involucran activamente a los pueblos y 

comunidades indígenas y a sus miembros individuales en el conflicto armado. 

 

2.2.1. Señalamientos. El señalamiento es la fuente de la mayoría de las 

violaciones graves de derechos humanos de los pueblos indígenas en el país, y 

la consecuencia primaria de la penetración de sus territorios por los grupos 

armados ilegales. Esto desencadena, luego, la intervención de la Fuerza 

Pública. El patrón estructural  y reiterado que se ha acreditado ante la Corte 

consiste en que se les señala individual y colectivamente, de manera arbitraria 

e infundada, de ser colaboradores del grupo armado opuesto o de la Fuerza 

Pública. El señalamiento es especialmente frecuente en los casos de (a) 

incorporación o utilización de indígenas como informantes por parte de la 

Fuerza Pública, o (b) presencia temporal de las Fuerzas Armadas o los grupos 

armados ilegales dentro de sus territorios, con ocupación de viviendas, 

edificios comunitarios, etc. Estos señalamientos con frecuencia resultan en 

homicidios, en amenazas, en desapariciones o, en algunos casos, en lo que se 

ha conocido como “falsos positivos” reportados por ciertos integrantes de la 

Fuerza Pública – es decir, desapariciones de individuos indígenas que son 

retenidos por grupos armados y posteriormente se reportan, en forma 

infundada, como guerrilleros dados de baja en combate por algún integrante 

de la Fuerza Pública.  

 

2.2.2. Asesinato selectivo de líderes, autoridades tradicionales y miembros 

prominentes de las comunidades indígenas. Los homicidios selectivos se han 

presentado en diferentes lugares del territorio nacional, y obedecen a distintas 

causas: el ánimo de intimidación o de aterrorizamiento de la población; la 

voluntad de generar el desplazamiento individual, familiar o colectivo; en 

tanto retaliación por oponerse a la presencia de grupos armados o al 

involucramiento de sus comunidades en el conflicto; en retaliación por 


